
 

 

LIBRO VI 

COSTAS E INDEMNIZACIONES 

 

TITULO I 

COSTAS 

 

Artículo 239 -Imposición. Oportunidad- Toda decisión que ponga fin a la 

persecución penal o la clausure, o que resuelva algún incidente, aún durante la 

ejecución penal, determinará quién debe soportar las costas del procedimiento.  

 

Artículo 240 –Contenido- Las costas del procedimiento consisten en:  

1) la tasa de justicia o cualquier otro tributo que corresponda por la actuación 

judicial;  

2) los gastos originados durante la tramitación del procedimiento que 

comprenderán, también, los gastos ocasionados para la comparecencia de 

testigos, peritos e intérpretes, o de cualquier otra persona que deba comparecer 

en el procedimiento y los gastos ocasionados por el traslado de cosas; y  

3) los honorarios de los abogados, de los peritos, consultores técnicos, 

traductores e intérpretes.  

El procedimiento abarca también la preparación de la acción pública y la 

ejecución de penas, medidas de seguridad y corrección y consecuencias 

accesorias. A tal fin, el fiscal y el acusador privado remitirán al tribunal una 

planilla que determine los gastos en que han incurrido, con el soporte 

documental del caso.  

 

Artículo 241 –Condena- Las costas serán impuestas al imputado cuando sea 

condenado, aunque se lo exima de pena, o cuando se le imponga una medida de 

seguridad y corrección, aunque no sea condenado.  

Cuando en una sentencia se pronuncien absoluciones y condenas, el tribunal 

establecerá el porcentaje que asume el imputado y el que corresponde a los 

demás responsables.  

Los coimputados que sean condenados o a quienes se les imponga una medida 

de seguridad y corrección en relación a un mismo hecho, responden 

solidariamente por las costas, en la proporción fijada; el precepto no rige para 

la ejecución penal y las medidas de coerción.  

 

Artículo 250 –Resolución- El tribunal decidirá sobre la imposición de costas, 

motivadamente. Cuando corresponda distribuir las costas entre varios, fijará con 

precisión el porcentaje que debe soportar cada uno de los responsables, sin 

perjuicio de la solidaridad.  



Para fijar los porcentajes atenderá especialmente a: 1) los gastos que cada uno de ellos 

hubiere provocado; 2) la conducta procesal; 3) el resultado del procedimiento en 

proporción al interés que cada uno hubiere puesto de manifiesto en él y las razones que 

haya tenido para litigar.  

Las mismas reglas rigen para los casos de excepción que la ley prevé.  

 

Artículo 253 -Regulación. Impugnación. Liquidación y Ejecución- Se comenzará 

regulando los honorarios de los abogados, peritos, traductores e intérpretes, durante todo 

el transcurso del procedimiento, incluido el recurso, si hubiere sido interpuesto. A cargo 

de esta tarea estará uno de los jueces del Colegio y la resolución será pasible de 

impugnación, en el plazo de tres días, ante el Colegio integrado por tres jueces. El 

Colegio escuchará en audiencia al recurrente y a todos los demás interesados que 

concurrieren, citados al efecto, y resolverá sin más trámite.  

Firmes los honorarios, se confeccionará la planilla de liquidación correspondiente, la que 

discriminará todos los gastos incluidos y los honorarios devengados, y determinará la 

suma que debe pagar cada condenado en costas, según la resolución respectiva. Se citará 

a todos los intervinientes a que formulen observaciones en el plazo de tres días. Después 

de ello, el juez aprobará o modificará la planilla e intimará su pago, fijando el plazo.  

La resolución del juez tendrá fuerza ejecutiva y, si fuera necesaria la ejecución, ella se 

llevará a cabo ante los tribunales civiles competentes, para lo cual se expedirá copia 

certificada gratuita de la condena y de la planilla a aquél que lo pidiere.  

Cuando, según la ley arancelaria respectiva, no fuere posible regular honorarios, el juez 

diferirá esa decisión para la oportunidad correspondiente, ordenando practicar la 

liquidación parcial.  


